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"Cuandoelderechointernonoprevéningúnrecursoencontradedichamedida,
es inevitable que la situación denunciada se prolongue indefinidamente mientras

i" il "lgt. siendo la misma. Sin embargo, la petsona afectada no sufre un

dano adicional a parte del daño que resulta directamente e lnmediatamente

de la medida inlclal. Por 1o tanto, su situación no puede ser comparada a la

situaclón de una Persona que sufre de una restriccfón continua de sus

derechos reconocidos en la Convención '28

El análisis de la comisión Europea de De¡echos Humanos permite concluir que

la supuesta falta de investigación y sanción de los presuntas violaciones de

derechosquesondeefectoinmediato,nocor¡stituyedenlngunamanerauna
vulneración continuada de su derecho, en el caso concretot de no ser

l@,ssr¡¡Ésr!és4

trGIT.-eg:-.-

las garantías judiciales (articulo 6 de la convención). Al respecto, el organismo

europeo estableció que:

..Noexisteunasituacióncontinuadacontrariaalartículo13delaConvención
cuando,enlaépocadelaviolaciónalegadadeotradisposicióndelaConvención,
-la cual tiene carácter instantáneo- no existia y que sigue sin existir todavía un

recurso adecuado en contra de tal vulneración de derecho'"27

Asi,segúnlajurisprudenciaeuropea,lafaltadeexistenciadeunlecurso
adecuadopararemed'ia¡unasupuestaviolacióndederechoshumanosde
cafácter insta¡rtá¡eo o inmediato, no constituye una vulneración continuada al

d.erechoaunlecursoefectivo'EnestesentidolaComisiónanadióque:

27 Decisión de 10 de julio de 1981 sobre la admisibilidad de la petición N" 8206/78' X v Reino

unido D&R (19821 p. 147: "Article 13 of the convention: There is no continuing situation contrary

i; Á;;; 13 wheie at the time of the alleged violation of another provision of the Convention-the

latter of an instantaneous character-no iemedy existed and still no remedy exists against this

alleged üolation.";Áifi"r" rs de la Convention: Il n'y a pas situation continue contraire á l article 13 du fait qu'i1

i,""i"iáil p"", á i'époque de la violádo; alléguée -elle-méme de caractére instantané - d'une autre

disposition de la conventlon, et qu'il n'existe toujours pas depuis lors une voie de recou¡s contre

cetie viotation altéguée."
zs Decisión de 10 áe julio de 1981 sobre la admisibitidad de la petición N" 8206/78, X' v Reino

Unido D&R (1982) "Lorsque le droit interne ne prévoit aucun recours contie ce genre de mesure,

il est inévitáble que cette situation dure indéfiniment tant que la lor demeurera la méme'

Cependant, I'intérissé ne subit pas d'autre prejudice que celui qui a découlé directement et

immédiatement d.e la mesure iniiiale. Sa situaüon ne saurait donc étre comparée á celle d'une

personne soumise á une restriction continue des droits que 1ui reconnait la co¡lvention.' P 156
iwh"." do-""tic law gives no remedy against such a measure, it is inevitable that unless the law

"t "rrg""tt "t "ltuation-wi1l 
continue indáfinitely. However the person affected suffers no additional

p."Ñi"" beyond that which arose directly and immediately from the initial measure. His position

is ñot thereiore to be compa¡ed to that of a person subject to a continuing restriction on his

substantive Convention rights." P. 151
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sometido a actos constitutivos de tortura, Pues la persona afectada' ante

una supuesta inexistente investigación de los hechos, tro sufre un daño

adiclonal aParte del daño que resulta dlrectamente e lnmediatame¡rte de

la medtda inictal.

Los criterios d.esarrollados por 1a Corte IDH, han acogido la irretroactividad
general de la aplicación d.e loi tratados como un limite a su competencia. En tal
Ienüdo, si loé organismos del Sistema no son competentes para conocer

presuntas violaciones a la clPST, en razón de que 1os hechos se- registraron el1

él 
"¡o 

A. 1994 y el Ecuador ratificó el tratado en 1999, tampoco la competencia
se puede derivar d.e la natur aleza de la presunta violación _por su efecto

inmediato, por lo que, es evidente que el Tribunal deberá decla¡ar su

incompetenói a para conocer de presuntas vulneraciones alnparadas en la
CIPST.

2.g.2.- Sobre agotamlento de recursos de jurisdicción interna"

El artículo a6. 1 (a) de la convención Americana sobre Derechos Humanos

señala:

"1.- Pa¡a que una petición o comunicación presentada
artículos 44 o 45 sea admitida por la Comisión,

a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos
inteina, conforme a los principios del Derecho
generalmente reconocidos. "

En este contexto convencional, la fórmula jurídica de agotamiento de recursos

internos ha estado desde siempre concebida como un interés legítimo para el

Estado para dispensarlo de tener que responder ante los organismos
internaci,onales de protección de derechos humanos, si dentro de su legislación
nacional, existen los mecanismos procesales y la normativa adecuada para

responder a eventuales vulneraciones a derechos fundamentales2e '

Precisamente, en relación al caso, el Estado se refirió al recurso de casación
señalado que tal recurso forma parte del derecho a recurrir o impugnar fallos.

Es discrecional, reglado, taxaüvo y pretende quebrar, anular o romper una
providencia violatoiia de la Ley sustancial o de la Ley procesal, cuyo

conocimiento está atribuido a un órgano judicial supremo3o.

2e Corte IDH, Asunto Viviana Gallardo, y otras vs Costa Rica, Decisión de 13 de

noviembre de1981, párrafo 26.
30 TOLOSA Vrllabona Luis Armando / Teoria y Técnica de la casacrón / Ediciones Doctrina y

Ley / 2OOS lPeg.39

#
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conforme a los
se requerirá:

de jurisdicción
Internacional
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El Estado demostró la idoneidad del recurso de casación dado que este fue
diseñado especificamente para contrarestar la inobservancia de la ley. En ese

contexto, este recurso se encontraba previsto en el Código de Procedimiento
Penal de 1983, cuyo artículo 373 señalaba:

"Art. 373.- El recurso de casación será procedente para ante la Corte
Suprema de Justicia cualldo en la sentencia se hubiera violado la Ley, ya
por contravenir expresamente a su texto; ya por haberse hecho una falsa
aplicación de la misma; Yd, en fin, por haberla interpretado
erróneamente"31.

En orden de lo señalado, el Estado se refirió también en la audiencia pública a
la efectividad de este recurso, señalando que esta caracteristica está vinculada
a que el mecanismo procesal que desarrolla el recurso pueda obtener el
resultado esperado; asunto que puede observafse con solo revisar el contenido
de la norma en cu¿trito a que el recurso de casación tenía como efecto jurídico
1a posibilidad de dicta¡ una nueva sentencia que corrija un eventual error del
fallo emitido por el tribunal inferior.

El citado recurso habría permitido corregir la presunta violación de la ley en la
sentencia condenatoria, consecuentemente, si el Señor Domingo Revelles,
consideró que el Tribunal Penal violó la ley al acoger pruebas presuntamente
incompatibles con el ordenamiento jurídico, no únicamente debia interponer
este recurso, sino que además, le correspondía sustenta¡lo y por esta vía,
adecuada y efectiva prevista por el Estado, obtener del Tribunal Superior el fallo
que habría permitido subsanar los supuestos vicios de legalidad o presumible
violación.

El señor Domingo Revelles no ejerció el derecho a impugnar el fallo a través del
recurso de casación, por 1o cual no permitió que ei órgano superior de justicia
pueda conocer y fallar sobre los supuestos vicios de legalidad o presumible
violación alegada, situación que de ninguna manera puede ser imputable al
Estado.

La actuación procesal de la presunta víctima, que deviene en la falta de
agotaniento de recursos internos, afecta al principio de subsidiaridad del
sistema, en base al cual se precisa que el Estado subsa¡re la presunta violación
en su jurisdicción nacional, en virtud que la protección internacional de
derechos humanos es " coadguvante o complementaria de la que ofrece eI derecho
interno de los Estados americanos32 ".

31 Código de Procedimiento Penal 1983 /Registro Oficial N'511, publicado el 1O-jun-1983.
32 Convención Americana sobre Derechos Humanos, preámbulo Documentos Básicos
del SIDH, Washington 2014,

#
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Adicionalmente, en la audiencia pública la cIDH señaló que el recurso de
casación no podía ser exigible puesto que el Estado tuvo dos ocasiones
anteriores para subsanar las potenciales r,'ulneraciones de derechos humanos,
al deci¡ de la comisión, cuando se resolvió el recurso de apelación del auto de
llamamiento a juicio y cuando se resolvió la consulta pata sübsattar la presunta
violación. No obstante, la apelación se resolvió en 1992, y la consulta en 1998,
en este sentido si para computar el tiempo de cuando se agotaron los recursos,
se cuenta con esta dimensión temporal, evidentemente al momento de la
presentación de la petición los recursos no estaban agotados, es más, el proceso
estaba en una etapa inicial, y como se ha manifestado este Tribunal en el Caso
Brewer carÍas contra Venezuela, resultaria prematuro pronunciarse sobre un
caso que ni siquiera cuenta con una resolución inicial ¡s.

El Estado solicitó en la misma audiencia del caso que la Honorable Corte realice
un control de legalidad a la actuación de la comisión Interamericana, dado que
hay una flagrante violaclón a la norma convencional de prevlo agotamie¡rto
de recursos lnternos y como se ha demostrado cabalmente, una afectación
vislble al de¡echo de defensa el Estado, no solo orlginada por los 20 años
en el que el presente caso ha sido tramitado, sino además, porgue cuando
se le exigió al Estado contestaclón sobre admisibilidad, evldentemente lo
recursos todavía no estaban agotados, el proceso estaba en una etapa
temprana como ya ha sido destacado y el Estado no estaba en capacidad para
responder a situaciones de mera virtualidad porque no podía contemplarse algo
que no ocurría aún en el proceso interno, menos aún anticiparse en cualquier
gestión de patrocinio a¡rte el sistema interamericano de protección de derechos
humanos.

Dentro de este contexto, el Estado dentro de la audiencia pública citó el párrafo
49 del Informe de Admisibilidad y Fondo de la CIDH:

"(...) E.t 1o que respecta a los procesos penales seguidos a Jorge Eliecer Herrera
Espinoza y Emmanuel Cano, la información proporcionada indica que tales
procesos se suspendieron debido a fuga, así mismo la peticionaria no presentó
información sobre la situación que guarda en relación al señor Alfonso Jaramillo,
por tanto la Comisión no cuenta con la informaclón para conslderar
satisfecho el requlsito de agotamiento de recursos internos f...1 s4'

Queda claro entonces que con respecto a los señores Jorge Herrera y Emmanuel
cano, la CIDH no contó con elementos jurídicos pertinentes para analizar- el
requisito de agotamiento de recursos de jurisdicción interna, indispensable para
la competencia tanto de la cIDH, como del propio Tribunal Interamericano, por
lo que la GIDH debió excluirlos de su decisión. A pesar de lo señalado, ta

3s Corte IDH, Caso Brewer Carías contra Venezuela, Sentencia de Excepciones
Preliminares, 26 de mayo del 2014, párrafo 1 12,
3a comisión Interamericana de Derechos, Informe No. a0/ 14 caso No. 11.43g, Herrera
Espinoza y otros vs Ecuador, párrafo 49.

----..-
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la Corte Interamericana, con relación a estas

Por otra parte, en relación a-l recurso de hábeas corPus' el Estado dent¡o de la

audiencia d.estacó qr"-"i *"no. Oo-ingo Revelles "tt stt declaraciÓn aceptó

;;;; ;;"";ntado el mencionado recurso cuatro años después de su

detenclón. Este aspecto será luego valorado de manera más precisa en la

sección de análisis "our" 
i""*iiencia de vulneraciones a los derechos

;;;;;;;"á." a la convención, no obsta¡te es conveniente señalar' que no es

posiblé presentar un recurso cuando este es inoportuno'

Elanálisisanteriordebeconfrontafseconlapreguntarealizada.porelEstadoy
l" t""p"á"tá a" U pt"""ávictima' A1 respecto' el Ecuador le consultÓ con

respecto al hábeas "".pt", JU"ted presentó éste recurso en el a-ño de 1998 ¿es

;:;ffi; A;i;,* áe obteirer su iibertad. A esta pregunta, 
'a 

respuesta del

señor Domingo n.oeites fue: ..sí, slmplemente era la única forma de que se

pudiese salir de allí 35''

Locitadodeladeclaracióndelapresuntavíctimadebeentenderseenelcontexto
de que 1o que urr"".ü"o" i" iát".po"i"ión del hábeas corpus' era precautelar

la libertad persona_I ;;; ";" 
potencia-l limitación arbitraria de su libertad

p"r"á""f; sin embargo, el recursó fu¡ frgsltaao como lo reconoció la presunta

víctimacuandoyaexistíaunasentenciacondenatoriaensucontra.Enesta
situación, "t ,"".rr"o-p"ialó su eficacia bajo la respo.nsabilidad del propio

recurrente,yenconsecuencianoesposible.atribuirresponsabilidad
internacional ¿"r n"t"áo pti este hecho, más aún si se tiene en cuenta que el

recurso j amás estuvo resiringido y estuvo plenamente disponible al momento

de la detención.

De este modo, fue únicamente el señor Domingo Revelles quien presentó el

.""t 
"o 

en tgég y 1o hizo Úna vez que ya existía una sentencia en su contra'

Debe señalarse entonces, que en elairo 1994' en el que se alegan los hechos de

la detención supuestaríente arbitraria' ninguna de las presuntas víctimas

presentó recurso ,lg";" Cabe señalT que el h-abeas--corpus no- fue

í;;;;;;;"¿;";;; É Presu' tas-- víctimas Jaramillo' Herrera v cano

especlalmeaau porqo. ?os de- ellos.evadieron la Justicia como ha sido

señahdo oPortulamente por el Estado'

Esnecesa¡ioportantoaclararqueelhabeascorpuse¡ta'bayacontempladoen
el ordenamiento.¡uriáicá-ecuatóriano en la temporalidad en que se produjo la

áeterrciOn, la Constitución Política de 1993 establecia a1 respecto:

Comisión sometió el caso ante
presuntas víctimas.

35Declaracióndelapresuntavictima,señorDomingoRevelles
Herrera Esprnosa y otros vs Ecuador, San José de Costa Rtca' 22

audiencia del Caso
de febrero del 2016'
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"Toda persona que creyere estar ilegaimente privada de su libertad puede

acogerse al habeas corpus. Este derecho lo ejercerá por si o por interpuesta
persona, srn necesidad de mandato escrito, ante el Alcalde o Presidente del
-conce¡o 

bajo cuya jurisdicción se encuentre o ante quien haga sus veces. La

autoridad municipal ordenará inmediatamente que el recurrente sea conducido
a su presencla y se exhiba la orden de privación de la libertad. su mandato será

obedecido sin observación, ni excusa por los encargados del centro de

rehabilitación social o lugar de detención [...]"36

Este recurso era ciertamente idóneo para precaver la eventual existencia de

una detención arbitraria o abusiva pues la norma claramente establecía que
quien creyere estar ilegítimamente privado de su libertad podía presenta¡ dicho
ricurso, incluso de máera ora-], se resolvia en 48 horas y su efecto jurídico,
permitÍa que las personas fueran inmediatamente conducidas ante la autoridad,
én este cáso, el alcalde, quien debía resolver inmediatamente y podía disponer
la inmediata libertad de la persona.

Además se debe mencionar que el recurso se consideró efectivo de acuerdo
a1 parámetro interamericano que señala que los recursos deben ser capaces de

pr;ducir el resultado para el que han sido concebidos. Tal y como lo ha
manifestado el Tribunal Interamericano, en el Caso García y Familiares contra
Guatemala, al señalar:

,.(...) no basta con que los recursos estén previstos por la Constitución o
la Ley, o con que sean formalmente admisibles, sino que es preciso que

tengan efectividad en los términos de aquel precepto. Dicha efectividad
supone que, además de la existencia formal de los recursos, estos den
resultados o respuestas a las violaciones de derechos"sT.

Con lo citado, es evidente que el recurso de hábeas corpus de haber sido

interpuesto de forma oportuna, hubiera garantizado la intervención de una
autoiidad pública que subsanaría cualquier eventual anomalía en la detención,
y hubiera dispuesto la libertad de la persona. A todas luces, el presupuesto
procesal de éfecüvidad en relación al resultado del recurso habrÍa sido
incuestionable.

Se aclara asi mismo que es errada la alegación de la Comisión en la audiencia
pública, cuando afrrmó que "el recurso de Habeas Corpus estuvo prohibido los

primeros años después de la detención debido a la naturaleza del delito
perseguid.o"ss. El recurso estuvo disponible y pudo haber sido ejercido sin

@g¡!!ryE¡l4sg

trGIU
-+-

36 Constitución Política de 1a

letra i)
sTCorte IDH, Caso García y
de2Ol2, párrafo 142.

Familiares contra Guatemala, sentencia de 29 de noviembre

38 Intervención de1 Comisionado Gil Botero en la audiencia pública

República del Ecuador, codificación 1993, articulo 19 numero 17
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limltaclón alguna, cuando se alegaba haberse producido una detención ilegal
como se alegó en este caso, sin embargo, la falta de interposición, o el haberlo
hecho cuando no era viable juridicarnente, no puede ser atribuido como una
causa para declarar la responsabilidad internacional del Estado, cuando en
realidad dicha responsabilidad era de exclusiva responsabilidad de la presunta
vícüma.

Con el análisis jurídico precedente, la Corte Interamericana de Derechos
Humanos deberá ana.Jiza¡ con detenimiento su competencia en el caso, puesto
que de acuerdo a las normas del Derecho Internacional y de la propia
jurisprudencia del Tribunal, no seria competente para conocer presuntas
vulneraciones de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la
Tortura; y de otro lado no podría declararse competente en virtud de que el
Estado ha planteado consistentemente que no se habrían agotado los recursos
de iurisdicción interna.

2.4.- Inexistencla de vulneraciones a derechos contenldos en la
Convención Americana sobre Derechos Humanos.-

2.4.L.- Apreciaciones Generales.

Dentro de la audiencia, el Estado ecuatoriano presentó sus alegatos orales
señalando en primer lugar que el contexto del caso, difiere sustancialmente con
la forma como el mismo fue presentado por la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos, develando en su contenido varias inconsistencias, asuntos
que fueron revisados inicialmente en el presente escrito.

De todas maneras es necesa¡io insistir que el caso tiene directa relación con un
proceso penal derivado de un operativo policial de lucha antidroga realizado en
el año 1994 denominado "Linda" en el que se detuvieron varias personas, entre
ellas, los señores Jorge Herrera Espinoza, Emmanuel Cano, Luis Jaramillo
Gonzá\ez y Eusebio Domingo Revelles, precisamente las presuntas víctimas de
este caso.

Al respecto, el Estado dentro de la audiencia, destacó que tanto el señor Jorge
Herrera Espinoza como el señor Emmanuel Cano fugaron del centro de
rehabilitación social donde se encontraban cumpliendo las penas determinadas
bajo el debido proceso por el juzgador, este dato es relevante porque la fuga se
produjo al poco tiempo de iniciado e1 proceso penal, situación jurídica que tuvo
un efecto concreto: la suspensión de enjuiciamiento por la imposibilidad de
dictar un fallo por su ausencia comprobada. Al mismo tiempo, es necesario
referi¡ que con respecto al señor Luis Jaramillo el representante no ha
documentado ninguna prueba de vulneración a sus derechos, razón por la cual
la Corte Inte¡americana no podría pronunciarse sobre ningún aspecto de fondo

#
trGIU
------------!gq9s!-
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relacionado a esta persona, como tampoco debería hacerlo con respecto al señor

Herrera Espinoza y Emrnunuel cano que como antes fue citado por el Estado,

la misma CIDH no consideró que existían elementos suficientes para anaTizat

una situación de admisibilidad, menos aún parece congruente hacerlo dentro

de un analisis de fondo.

De todas maneras, el Estado insiste en que el debate jurídico de potenciales

vulneraciones a los derechos a la integiidad personal (artículo 5 CADH) y

libertad personal (artículo 7 CADH) agrupan a las cuatro presuntas víctimas, y

únicamente se discute el derecho a garantias judiciales (articulo 8 CADH) y

protección judicial (artículo 25 CADHT con respecto al señor Eusebio Domingo

Revelles.

Adicionalmente el Estado dentro del desarrollo de su excepción preliminar se

pronunció en relación a las alegaciones de vulneración de los artículos de la

Convención Interamerican. p*""Pr"rr"nir y Sancionar la Tortura, considerando

que tales contenidos jurídicós no son aplicables en tanto sobre el mencionado

instrumento internacional, la Honorable Corte Interamericana de Derechos

Humanos no tiene competencia en raz6n del tiempo'

2.4.2.- Inexistencia de vulneración al derecho al artículo 5 de la
Convenclón Arnericana (derecho a la integrldad personalf

El artículo 5 de la convención Americana sobre Derechos Humanos establece:

,,1. Toda persona tiene derecho a que se respete su iategridad fisica, psíquica y

moral.
2'Nadiedebesersometidoatorturasniapenasotratoscrueles,inhumanoso
degradantes. Toda persona privada de liberiad será tratada con el respeto debido

a la dignidad inherente al ser humano'
3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente'

4. Los procesados deben estar separados de los condenados' salvo en

circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a

su condición de personas no condenadas."

El Estado en su debid.a oportunidad señaló que las alegaciones sobre

vulneración a la integridad pérsonal presentadas por el representante, fueron

inconsistentes toda vÉz que 
^al 

estud.iar de forma integral la situación jurídica

de las presuntas victimás, no es posible determinar la existencia de tortura
como una forma de vulneración a-t contenido del artículo 5 de la convención.

A1 respecto, el representante dentro de la audiencia alegó que se habría

produóido un trato severo a las presuntas víctimas y que de forma derivada de

ése trato, se habria logrado supuestamente una declaración de culpabilidad.
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Sin embargo, el Estado dentro de las observaciones al ESAP destacó que no
existía prueba fehaciente de tal asunto, puesto que más bien consta en el
proceso penal que los señores Jorge Eliécer Herrera Espinosa y Emmanuel Cano
o Alfonso García, Luis Alfonso Jaramillo González y Eusebio Domingo Revelles
rindieron sus versiones ante el juzgador eL 4 y 5 de agosto de 1994

Lo anterior debe apreciarse en torno a que dichas diligencias a diferencia de 1o

señalado por e1 representante, en cuanto a la supuesta r,'ulneración a la
integridad personal de los presuntas víctimas, se verificó el cumplimiento de la
garantía procesal contemplada en el a¡tículo 54 del Código de Procedimiento
Penal3e, vigente a la fecha de los hechos, en otras palabras, el Estado cumplió
con su obligación de proveer una salvagu arda procesal como es la garantía de
declaración de las personas con presencia y vigilancia de un fiscal que entre
otras cosas podia eventualmente evidencia¡ que las personas detenidas
presentaban algún tipo de maltrato o de intimidación, aspectos que como se ha
dicho insistentemente, no fueron probados por el representarite de 1a presunta
víctima.

2.4.3.- Inexistencia de vulneraclóa al artículo 7 de la Convención llibertad
personal).-

El artículo 7 de Ia Convención Americana sobre Derechos Humanos señala:

"1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal.

2. Nadie puede ser privado de su libertad fisica, salvo por las causas y en las
condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados
Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.
3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez
u otro funcionario autorizado por Ia ley para ejercer funciones judiciales y tendrá
derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad,
sin peluicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a
garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o
tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de
su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran
ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera
amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o
tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de ta1 amenaza,

gs Código de Procedimiento Penal, Registro Oficial 511, 10 de junio de 1983, artículo
54.
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dicho recurso no puede ser restringido ni abolido.
interponerse por sí o por otra persona,"

Los recursos podrán

El representante dentro de la audiencia, señaló que se habría vulnerado el
derecho a la libertad personal de las presuntas vícümas, especificamente el
contenido del articulo 7.2 de la Convención, con respecto a que la privación de
libertad no habria estado previamente fijada en la Consütución de la República,
el Estado debe señalar que el texto consütucional vigente al a¡ro de 1994, se
garantizó la libertad y seguridad personal, contemplando entre otras
condiciones, que nadie pueda ser detenido sin que exista un orden o disposición
judicial, amparada en una norma legal+0.

Dentro del análisis de inexistencia de vulneración al artículo 7 dela Convención,
el Estado defrnió que la prisión preventiva cumplió con el estándar
interamerica¡ro, por cuanto además de tener por norma la excepciona-lidad,
pudo satisfacer las finalidades que la vuelven admisible en el parármetro
interamericano, esto es que efectivamente se asegure que los acusados no
impidan el desarrollo del procedimiento, ni eludan la acción de la justicia como
ocurrió con los señores Jorge Herrera Espinoza y Emmanuel Cano.

Precisamente, dentro del caso, el Juez Décimo Segundo de 1o Penal de
Pichincha, awtorízó la adopción de medidas cautelares, como la prisión
preventiva teniendo como fundarnento el artículo 17 L del Código de
Procedimiento Penal, apegándose a los criterios de estricta necesidad y respeto
al principio de presunción de inocencia, el Estado señaló oportunamente que eI
respeto a los principios y garantías juridicas se cumplieron dentro de la medida
judicial de prisión preventiva con atención a los requisitos del artículo I77 deL

Código de Procedimiento Penal, es decir que sea posible para el juez apreciar
por un lado, la existencia de indicios que hagan presumir la existencia de un
delito que rrrerezca pena privativa de libertad; y de otro, indicios que hagan
presumir que el sindicado es autor o cómplice del delito.

En consecuencia, el Estado analizó oportunamente en la fase escrita que el
criterio del juzgador al examinar los criterios de necesidad y proporcionalidad
de la restricción legítima de la libertad, permitió incluso que acuerdo a su libre
valoración de indicios no sea necesario dictar auto cabeza de proceso, ni prisión
preventiva en contra de los señores Carlos Vicente Sánchez Ojeda y Carlos
Vicente Sálchez Yépez (personas que estuvieron detenidas en el Operativo
Linda relacionado con las presuntas victimas)quienes inmediatamente fueron
puestos en libertad comprobando bajo todos estos asuntos la existencia de
control judicia-l y salvaguarda del principio de presunción de inocencia dentro
de la medida excepcional de prisión preventiva.

40 Constitución de la República del Ecuador, Codificación 1993, Ley 25, Registro Oficial 183 de 5
de mayo de 1993, artículo 19 cl.
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De otra parte, el representante dentro de la audiencia se refirió a que existió

X""i."iO" del'derecho a la libertad personal del señor Domingo Revelles al no

permitirle Ia correspondiente posiúiticlea de revisión de la legalidad de la

detención. AI respecto, quedó démostrado dentro de la audiencia, que si bien es

"i"rt" "" 
interpuso el'rÉcurso de hábeas corpus' el mismo no surtió el efecto

jurídicoderecursoefectivo,porrazonesdirectamenteimputablesa]señor';;;i;g" Revelles quien interpüso el recurso de forma tardía'

por las razones jurídicas antes anotadas, se establece que las alegaciones

pi""".rtua." pot ét ,"pr.sentante-carecen de fundamento jurídico y no existe

prueba fehaciente que establezca la existencia de lrrlneraciones al derecho a la

iibertad personal en contra de ninguna de las presuntas víctimas'

2.4.4,-InexistenciadevulneraciónalartículoSdelaConvención
(garantías judictales).-

El a¡tículo 8.1 y 8.2 de la CADH, señalan:

,.Todapersonatlenederechoaseroída,conlasdebidasgarantíasydentrodeun
plazo iaznnable, po. un juez o tribunal- competente' independiente. e imparcial'

establecido con anterio-ridad por la ley, en la sustanciación de cualquier

acusación penal formulada conira ella, o para la determinación de sus derechos

y obligacioñes de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

Todapersonainculpadadedelitotienederechoaquesepresumasuinocencia
mlentras.,o"."".u..bi.,calegalmentesuculpabilidad.Duranteelproceso,toda
persona tiene derecho, en pléna igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

t¡ comunicación previa y- detalláda al inculpado de la acusación formulada;

cj concesión al inculpaáo del tiempo y de los medios adecuados para Ia
preParación de su defensa;
á¡ d"r..tro del inculpado de defenderse personaimente o de ser asistido por un

defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

e) derecho irrenunciablé de ser asistido por un defensor proporcionado por el

Estado,remuneradoonosegúnlalegislacióninterna,sielinculpadonose
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por

la ley;
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable,

v t...1"

En cuanto a la alegación de presunta vulneración del artículo 8 de la
convención, el Estado señaló de forma oportuna que el fin del proceso penal es

la protección de las garantías y libertades fundamentales de las personas en los

prácedimientos de 
-búsqueda de la verdad, respecto a la obtención y eI

asegurarniento de la Prueba.

725



PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO
ECUADOR

OlTclo No. O5234 Caso CDH-15-2O14
Nertera Esplnozl¡ g ot¡/os ús. Ecuador

Págtna. 23

Ciertamente, el proceso pena_l que se desarrolló en el año 1994 se regía por el
Código de Procedimiento Penal de 1983. Bajo esta norma, el juez que
sustanciaba el sumario, dirigia el curso de las investigaciones. En tal
circunsta¡rcia, los testimonios, en este caso de los sindicados, le permitían al
juzgador conta¡ apenas con simples elementos de análisis, respecto del
comeümiento de la infracción, pues era el compendio de todas las pruebas, el
criterio esencial para tomar una decisión en derecho.

Dentro de este contexto, las versiones pre sumariales como tales, fueron
transcritas en las respectivas actas, y las mismas, fueron suscritas en forma
libre y voluntaria por los declarantes, el Fiscal y el agente investigador;
entonces, si posterior a ello, los decla¡antes decidieron retractars e y realízar
declaraciones distintas, e incluso contradictorias dentro del proceso penal, la
valoración de los juzgadores se produjo considera¡rdo todos los medios
probatorios a su a-lcance y no únicamente como lo sostuvo tácitamente el
representarite dentro de la audiencia, con las declaraciones posteriores de la
presunta victima.

De otra parte, en lo relacionado a la alegación del representante de que el señor
Domingo Revelles no habría tenido derecho a la defensa, el Estado ha
demostrado que el Juez Duodécimo de lo Penal de Pichincha que avocó
conocimiento de la causa penal, le asignó un defensor de oficio, lo que consta
dentro del proceso y que fue comprobado además dentro de la audiencia pública
del caso; además el propio señor Domingo Revelles en su declaraclón
reconoció que contó con asistencia legal de su defensor particular4r.

De igual manera, el Estado evidenció ante 1a Corte Interamericana dentro de la
audiencia del caso, que la presunta víctima eligió a varios abogados para
patrocinar su causa, asuntos que vistos en conjunto determina¡r que la
alegación del representante en cuanto a que el señor Domingo Revelles estuvo
privado de su derecho a la defensa es ciertamente infundada.

En cuanto a lo relacionado a la asistencia consular, el Estado comprobó en la
audiencia, que no queda duda alguna que el señor Eusebio Domingo Revelles
recibió asistencia consular desde el inicio de la causa penal, asunto verificado
por el propio señor Domingo Revelles en sus respuestas a las preguntas del
Estado, en particular a la que señaló: ¿Usted estuvo en contacto permanente
con la Embajada de su pais mientras estuvo detenido?, la respuesta de la
presunta vícüma fue sí+2. Esta declaración releva al Estado, de demostración
jurídica adiciona-l sobre la existencia de información de asistencia consular
como una garantía de su derecho de defensa. Así el propio señor Domingo

ar Declaración de la presunta victima, señor Domingo Revelles audiencia del caso
Herrera Espinosa y otros vs Ecuador, san José de costa Ríca,22 de febrero del 2016
a2 Declaración de la presunta víctima, señor Domingo Revelles audiencia dei caso
Herrera Espinosa y otros vs Ecuador, san José de costa Rica,22 de febrero del 2016
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Revelles seña1ó además que estuvo todo el tiempo en contacto con la Embajada

de su paisa3.

Ahora bien, en relación a la alegación-d'e que :1pt9":::-pj11l*tti,t"?::i1:;i-ü;' ;;;ü;-A "",'"ido 
.t :1lT1i,-'ii1'*"-l'i3l;

el Estado

:;"1;i'J.*'"i;"'#;.*""]1t1".:"::t:li-:::1'1"-"1*#i3"f "f:1,::::t:::
;"J#;:T;i;".áá""i'i"iá"ig3rz-g:q::f ^o:^:n^?::,1":""f fJn"'::#::
:"iHH#'""ü;ilñ^"*19"i;in¡'5¡1'.1t:::^"-"-*Y.':1,:Í"1;L:.'ii#i:;:tffiHffi; i; éJ" ó"*t" de ra corte tlo"':':9i j:::::1
H":iilü;Ji""ü;"*;"- rribunal Penal' que confirmó en todas

resolvió la
sus Partes

la sentencia condenatorra'

Por 1o señalado, el proceso penal tomó."-".t:",d," :lil1:^A::'^lt:Tff"-O::::
ffi "t?,#'#;;;; ;;i.* i á; ú comprej idad d" 

I " "11:1-p 1*.1,1?L"'"iil
;:TH';:í#T; ^; ;; ; ;;; "i"¿i""¿"" 

rrycia1.1ente', "Y: : tl":):*i";" trf :
fii6fiJ'.ffiffi]i ffi;;üiá" "'.irt'ples- 

diligencias bajo la dirección de las

""t"ti¿"al* 
judiciales para su comprobación'

Adicion alme nte, e I E stado evide nció de forma oportu ": :l: ^":: :-t"-:T,::*
f::ffiiffi";;;";#;';nt;;;;;,'"""p"ü"dedecraraciol?T.pl*:::

i: i::f;ffi :; 
^ #ñ;;;;; ¡ "ái"i¿" 

*, exá mene s p*i"',l:" Tl:: : :T:f : :
i""i:::i'oH";L;.il;;;"" i'o"""ui.", "j-^dj^"^'lr^-i:i::,:"ili:":T.,Í.1;'f":
iJ;ffiiñlr";;;;".rto a los recursos procesales interpuestos, actuaclones

r ----r^ .¡^ -^-+i^j-o¡.iÁ¡;f.ff ;::t"#il;á;";ñü:iJ,,:""ryi."^*-'l'1,:1¿"*f :"*"11':":'.:"":li:T#?;'il;;1;h""¿"" en |as ácciones ilícitas d: Íf:',1,"^*,"-11"'
],","T]],fii;; q"i"""ná la posición estatal sobre complejidad del asunto'

#
EHE

Con respecto a la actividad procesal.g:l .":ñ:t Domingo Revelles que debe ser

anaJizadaen el contexto a"1á-"o-pr"¡idad del asunto para califrcar la existencia

o no de I,ulneración a" "" 
pr*. iu"ónuule, el Estado ecuatoriano dentro de la

audiencia demostró ;"; d;r""rnta víctima tuvo una amplia participación

desde el inicio de h J;;; pá.ral, a tfavés de sus varios abogados defensores,

requirió el despacho i;;;i"" diiigencias probatorias durante el sumario' así

como también en la etapa del plenario'

Además, el señor Revelles presentó recursos e imguqlaci?i:-.^"]i"-1"^:T::T
i,Trl#t:;';#'*q"""J""áf 1*"'1i:*"if l"::::,1.":"':-1:::,::T:i"i#;'iff :;;;;;"""J;;n!.*""ia1p-"Ii*']:i:::l?:::1:T,:::**::
##;;il;;;;;;rimientoirrestrictou:lt-qTTi1".:*"1*Í:::""":l'cr 4P'w..rss -lr 

á-á""""" a todos los recursos que fueron tramitados y
penal, en particular pc. - ^^- ^r --^*Á-;+^ Aé .,ar.at¡lizar el
iJ:#il'J # T;" ;a'";td;;*l"lJl""¡'ales' con 

"t 
p'ry:'^T.de garantizar el

;";;;il;á"¡üo prá"""o y 
^ó"""o 

a todos los recursos disponibles.

el Estado ecuatoriano ratifica que el proceso penal

Eusebio Domingo Revelles por actividades delictivas'Conforme 1o señalado,
incoado contra e1 señor

a3 Ibidem

727



EBqA_U_ RADURÍA GENERAL DEL EITADO

O¡cio Jvo. 05234 C¿,so CDII'15-2O14
Ilefterd. Esplnoz.¡ g ot'os ús, Dcuq.dor

Piqtna.25

reguladas por el articulo 62 de la L,ey de Sustancias Estupefacientes y
Psicotrópicás, respetó los criterios jurídicos que hacen parte del estánda¡
interamericano de debido proceso, razón por la cual, el Estado considera que

no existe vulneración a las garantías judiciales establecidas en el articulo 8 de

la Convención Americana.

2.4.5.- Inexistencla de vulnefación al artículo 25 de la Convención
Americana sobre Derechos l{umanos (protección Judicialf .-

El artículo 25.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos señala:

,,Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro
recurso efectivo ante los jueces o t¡ibunales competentes, que la ampare contra
actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución,
la ley o la presente convención, aun cuando tal violación sea cometida por
personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales'.

En relación a las alegaciones sobre presunta vulneración del a¡ticulo 25 de la
Convención Americana, vinculadas con la situación juridica del señor Domingo
Revelles. el Estado fue enfático en señalar durante el desarrollo de sus alegatos
orales que dentro de la normativa constitucional del Ecuador se hallaba
contemplado el recurso de hábeas corpus.

Dentro de esta perspectiva, el Estado señaló en su documento de observaciones
al escrito de iolicitudes, argumentos y pruebas (ESAP) presentado por el
representante, como también de forma expresa, dentro de la audiencia, que el
reóu."o de hábeas corpus fue únicamente presentado por el señor Domingo
Revelles en el año 1998 en el tiempo en e1 que la presunta victima, ya tenía una
sentencia en su contra. El Estado demostró dentro de la audiencia' que para
1994 no se había presentado ningún tipo de recufso, y que desde 1993' el
habeas corpus estaba ya contemplado en la leglslaclón ecuatoriana como
un recurs¡o idóneo para Proteger a u¡1a Persona de una detenclón que podía
considerarse arbitraria o abusiva.

Conforme lo indicado, el Estado considera oportuno señalar que en vafias
constituciones anteriores a la que estuvo vigente en el año en el que se alegan
los hechos, la figura del hábeas corpus estuvo considerada siemple como una
garantía jurídica para proteger el derecho a la libertad persona-l'

Ahora bien, dentro del presente caso, fue demostrado por el Estado' que reclén
en el aúo 1998, el señor Eusebio Domingo Revelles presentó el fecurso de

#
trElu

.g-

728



PROCURADURIA GENERAL DEL ESTADO
RCUADOR

Oficio No. O5234 Caso CDH-15-2O14
Herrera Esplnozd g otros us. Ecuad,or

Pág¿na. 26

habeas corpus al amparo de la Constitución Política4, ante la Alcaldesa del
Distrito Metropoütano de Quito encargada, el mismo que fue resuelto el 25 de
agosto de 1998 negando el recurso propuesto por la presunta victima, con
fundamento en el oficio N" 422-98 de 24 de agosto de 1998, remitido por el
Tribunal Segundo de lo Penal de Pichincha, donde se informó que, a-l recurrente
se le impuso la pena de seis a¡ros de reclusión menor ordinaria, sentencia que
subió en consulta al superior.

Claramente se comprobó ante la Corte Interamericana, que al momento de la
resolución del habeas corpus, el recurrente tenía sentencia condenatoria
en su contra+s. En este contexto, el señor Eusebio Domingo Revelles interpuso
apelación en contra de 1a resolución emitida por la Alcaldesa ante el Tribunal
Constitucional, la misma que fue negada el de 9 de noviembre de 1998 por la
Segunda Sala del Tribunal Constitucional, confirmando de esta manera la
resolución de la Alcaldia del Distrito Metropolitano de Quito de 25 de agosto de
1998.

Precisamente, el señor Eusebio Domingo Revelles dentro de la audiencia del
caso el 22 de febrero deI 2016, reconoció que ejereió la garantía
constitucional de hábeas corpus en 1998, poco tiempo antes de obtener su
libertada6, señalando que su abogado le recomendó la presentación de este
recurso en su defensa. El señor Domingo Revelles reiteró que efectivamente
presentó tal recurso por considerar que se encontraba detenido si una decisión

aa Constitución Política de la República del Ecuador de 1998, "[.. .] Art. 93.- Toda persona
que crea estar iiegalmente privada de su libertad, podrá acogerse al hábeas corpus.
Ejercerá este derecho por sí o por interpuesta persona, sin necesidad de mandato
escrito, ante ei alcalde bajo cuyajurisdicción se encuentre, o ante quien haga sus veces.
La autoridad municipal, en el plazo de veinticuatro horas contadas a partir de la
recepción de la solicitud, ordenará que el recurrente sea conducido inmediatamente a
su presencia, y se exhiba la orden de privación de libertad. Su mandato será obedecido
sin observación ni excusa, por los encargados del centro de rehabilitación o del lugar de
detención.
El alcalde dictará su resolución dentro de las veinticuatro horas siguientes. Dispondrá
la inmediata libertad del reclamante si el detenido no fuere presentado, si no se
exhibiere la orden, si ésta no cumpliere los requisitos legales, si se hubiere incurrido en
vicios de procedimiento en la detención o, si se hubiere justificado el fundamento dei
recurso.
Si el alcalde no tramitare el recurso, será civil y penalmente responsable, de
conformidad con la ley.
El funcionario o empleado que no acate la orden o la resolución será inmediatamente
destituido de su cargo o empleo sin más trámite, por el alcalde, quien comunicará tal
decisión a la Contraloría General del Estado y a la autoridad que deba nombrar su
reemplazo [...]".
as Sentencia del Tribunal Constitucional de 1998, documento del proceso agregado por
las partes.
a6 Declaración del señor Eusebio Domingo Revelles en audiencia ante la Corte
Interamericana de Derechos Humanos de 22 de febrero de 2016.
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ñnala7; sin considerar que a la fecha de presentación-del ¡nismo' existia

sentencia condenatori" 
"r, "r, 

contra, razón pot la cual el Estado no puede ser

responsable internacionalmente de la inacción de la presunta victima, traducida

en su omisión para presentar el recurso de hábeas corpus cuando estaba

habilitado para hacerlo en el año 1994.

El Estado demostró ta¡to en su escrito de observaciones al ESAP' como en sus

alegatos orales, que la legislación nacional contemplaba recursos adecuados y

efeJtivos, 
"o*o "ihábeas"corpus 

y el derecho a recurrir en el proceso penal ante

una insta¡rcia superior patr terri*ar un fa-llo, a través del recurso de casación'

que precisamente permiLa atacaf las presumibles violaciones a las que se refirió

"i 
.epres.rrtante di las vícümas en la audiencia ante 1a Corte IDH'

Bajo este análisis, es oportuno mencio¡rar que la Corte Interamericana de

Derechos Humanos "é ha pronunciado sobre recursos ordinarios y
extraordinarios en diferentes sientencias, sin embargo, lo fundamental en

relación a si un recurso es ordinario o extraordinario, es determinar si éste

ofrece un remedio suficiente y eftcaz, recurso cuyas características permitan

considera¡Io como una solución a la situación juridica vulnerada; naturalmente

no existe el deber de agotar aquellos recursos jurisdiccionales que 10 sean aptos

para reparar el daño át.ga¿o, no obstante, aquel recurso extraordinario habrá

i" agotar"" en la medida en que se consütuyael recurso idóneo dentro del caso

particular, cuyo resultado establezca una reparación ¿' 1a situación jurídica

ir..r*gredida. Precisamente el recurso dC casación cumplía con las

condiclones jurídicas exigidas por el parámetro interamerlcano, sin

lmportar que doctrinariaminte sé lo considere un recurso extraordinario
poiqo. principalmente hubiera permltldo reParar la situaclón jurídica
presuntamente infringida.

Conforme el análisis jurídico anterior, el Estado no encuentra razones

suficientes para la ategatiOn del representante en torno a presunta vulneración

del artículo 25 de la Cónvención Americana sobre Derechos Humanos, toda vez

queelEstadopusoad'isposicióndelaspresuntasvíctimaslosrecursos
ádecuados y efeitivos para corregir eventualés vulneraciones a sus derechos'

2.4.6.- Reparaciones.-

De forma previa a referir la posición jurídica sobre reparaciones' el Estado

considera oportuno destacar que dentro de la audiencia del caso, estableciÓ que

con respectb a los señores Heirera Espinoza, Emma¡ruel Ca'o y Luis Jaramillo

a7 Alegato presentado por representante de la presunta víctima señor Eusebio Domingo

Revelles en audiencia ante la Corte Interaméricana de Derechos Humanos de 22 de

febrero de 2016.
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no cabe ninguna alegación de fondo y en consecuencia tampoco ninguna
pretensión reparatoria, teniendo en cuenta que la propia CIDH estableció 1o

sigu.iente:

"(...) En lo que respecta a los procesos penales seguidos a Jorge Eliecer Herrera
Espinoza y Emmanuel Cano, la información proporcionada indica que tales
procesos se suspendieron debido a fuga, así mismo la peticionaria no presentó
información sobre la situación que guarda en relación al señor Alfonso Jaramillo,
por tanto la Comisión no cuenta con la información para considerar satisfecho
el requisito de agotamiento de recursos internos (...)48"

Inclusive, con respecto al seño¡ Domingo Revelles, la alegación sobre
reparaciones con base en un da-ño concreto, no estaria acreditada, asunto que
puede comprobarse a partir de la preguntareaJizada por el Juez de la Corte, Dr.
Eduardo Ferrer Mac-Gregor, cuando interrogó 1o siguiente:

"(...) ¿No se hlzo un exarnen médico por las secuelas que habrian dejado los
golpes o alguna cuestión? A esta pregunta, Ia presunta victima respondió: "(...)
No, en cuatro años y medio, el golpe se va (...)4e"

Con las precisiones anteriores, el Estado dentro del documento de respuesta al
Escrito de Solicitudes, Argumentos y Pruebas (ESAP), destacó que la
responsabilidad del Estado surge cuando éste incumple la obligación de
respetar los derechos humanos internacionalmente reconocidos, al igual que
cuando contraviene la obligación de garantizar el cumpLimiento de los derechos
humanos por los particulares o cuando no impide la violación de los mismosso.
Esta apreciación jurisprudencial es útil por cuanto en el presente escrito se ha
demostrado que el Ecuador no violentó los derechos humanos de los señores
Jorge Eliécer Herrera Espinoza, Luis Alfonso Jaramillo Gonzales, Eusebio
Revelles y Emmanuel Cano. Sin embargo, si la Honorable Corte, decide declarar
la responsabilidad internacional del Estado, caben algunas importantes
precisiones.

En primer lugar es preciso destaca¡ que el agente alterno del Estado dentro de
la audiencia del caso, se refirió a que el señor Domingo Revelles no cuenta con
documentos válidos que respalden su pretensión sobre reparaciones

48 CIDH, Informe de Admisibilidad y Fondo No. 40/ 14, Herrera Espinoza y otros contra
Ecuador, 17 de julio del 2014, pánafo 49.
ae Preguntas a la presunta víctima por parte de los Magistrados de 1a Honorable Corte
Interamericana de Derechos Humanos, Audiencia Pública del Caso Herrera Espinoza y
otros vs Ecuador, San José de Costa Rica,22 de febrero del 2016.
50 Alexandra T. (1999) La Reparación del Daño en la práctica de la Corte Interamerrcana
de Derechos Humanos. (Revista de Derecho Privado. N" 4). En Rodríguez carolina et al.
Los Reparaciones en eI Sistema Interamericano de Protección a Derechos Humanos.
Universidad Libre de Coiombia, Pereira.
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principalmente materiales y que únicamente ha presentado una declaración
juramentada en la cual mafrifestó que debido al paso del tiempo ro cuenta cotr
ntngún tipo de prueba que acredite daño emergeate y lucro cesantet
situación que fue re-confirmada por la presunta víctima al rendir su
declaración en la audiencia pública st.

Un segundo aspecto relevante en materia de reparaciones dentro del caso,
también fue subrayado en la audiencia pública, al apuntar que en referencia a
1as otras presuntas víctimas: señores Jorge Herrera Espinoza, Jaramillo
Gonzales y Emmanuel Cano la ausencla de prueba en relación al daño' debe
ser considetada por la Honorable Corte Interamericana de Derechos
Humanos como un crlterlo Para desechar su pretensión de reParación de
daño material siguiendo la Jurisprudencia del caso Arguelles y otros vs
Argentina en la que el Tribunal Interamericano valoró que:

"(...) no quedó suficientemente probado que la compensación económlca
solicitada tenga un nexo causal directo y razonable (...)s2"

Adicionalmente, el Estado en la audiencia destacó que si el Tribunal decide fijar
una indemn rzación, teniendo en cuenta la ausencia de documentos de respaldo,
deberá adoptar su propio parárnetro dentro del Caso Vera Vera vs Ecuador.

De otra parte, en relación al alegado daño inmaterial, el Estado destacó dentro
de la audiencia y en la fase escrita, que dentro de este rubro, no existen sustento
documental que acredite este tipo de dano. Al respecto, la Corte Interamericana
de Derechos Huma¡ros en sus diferentes fallos ha determinado que el daño
inmaterial o moral puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones
causados a la víctima directa y a sus allegados, el menoscabo de valores muy
significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no
pecuniario, en las condiciones de existencia de la vicüma o su familiass,
ninguno de estos elementos jurídicos derivados de la jurisPrudencia
interamericana han sldo presentados o analizados pot las presuntas
víctimas a través de su representanter de tal suerte que alegar que ante la
inexistencia de prueba de respaldo del daño, la Corte deba ordenar el pago
de USD 8O.OOO,OO es ciertamente improcedente bajo toda perspectivasa'

Además, resulta incoherente que el representante de las pfesuntas víctimas
pretenda tal reparación sin documentar los efectos de una potencial vulneración

sl Declaración del señor Eusebio Domingo Revelles en audiencia ante la Corte
Interamericana de Derechos Humanos de 22 de febrero de 2016
s2 Corte IDH, Caso Arguelles y otros vs Argentina, Sentencia de 20 de noviembre del
2014, párrafo 288.
s3 Caso Nodrin Catrimán vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 29 de nayo
de 2014. Párr.441. Ver también: Caso de los "Niños de la calle" fVillagrán Morales y
otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie
C No. 77, párr. 84, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 156
sc Escrito de Solicitud, Argumentos y Pruebas presentado por CEDHU, párr' 341.
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de derechos humanos a cada persona en especiflco, dado que no es posible

apreciar daños comunes. 41 respecto, la doctrina sobre reparaciones ha
s¿ñahdo, que aunque el potencial daño se aprecie en ciertas circunstancias
comunes, el perjuicio causado nunca podrá ser idéntico para cada una de

ellasss.

Por 1o expuesto, una valoración para resarcir el daño debe realizarse siempre en
base a las circunstancias especificas de cada persona. Pero además, la
Honorable Corte Interamericana tuvo la oportunidad de conocer dentro de la
audiencia y en la fase escrita del caso, que dos de las presuntas vicümas, los
señores Jorge Herrera Espinosa y Emmanuel Cano al iniclo mismo del
proceso penal en el año 1995, se fugaron; en otras palabras, evadieron la
justicia doméstica del Estado, y desde esta fecha no se ha tenido ninguna noticia
de ellos, fazótrLpor la cual es improcedente reclamar daños a su nombfe.

En 1o relativo a medidas de saüsfacción y garantías de no repetición, el
fepresentante de las presuntas victimas solicitó entre otras medidas clue se

emita una cafta person alizada pidiendo disculpas por los da-ños causados al
señof Domingo Revelles y que las organizaciones de derechos humanos puedall
verificaf las investigaciones que actualmente se hacen a los detenidos, medidas
de capacitación a funcionarios públicos y publicidad de la decisión de la Corte
IDH.

A1 respecto, el Estado ecuatoriano demosüó en la audiencia pública y en 1a fase

escrita que la detención efectuada al señor Eusebio Revelles, como a las demás
presuntás víctimas contó con todas las gafantias judiciales disponibles en la
iegislación ecuatoriana de la época, y por lo tanto no cabe una repafación de

esta naturaleza.

El representante solicitÓ también a la Honorable Corte, que disponga la nulidad
del proceso penal contra el señor Domingo Revelles, peticiÓn improcedente,
debido a que esta medida ha sido oldenada por el Tribunal Interamericano, solo
en casos documentados y probados de glaves violaciones a derechos humanos,
como aquellos donde se verifican delitos de lesa humanidads6, casos que no son
equipa¡ables en 10 absoluto a los hechos de la presente controversia.

De otra parte, en relaciÓn al reclamo de costas y gastos, el representante se ha
referido a los montos supuest¿rmente erogados por la familia del señor Revelles
en dos viajes al Ecuador por un monto de €9.000,00 (nueve mil euros),
información que no posee respaldo alguno y por lo tanto deberá ser desechada
por la Corte. De1 mismo modo, la inexistencia de respaldo documental sobre los

ss Cfr, Burgos, Oswaldo. Daños al Proyecto de Vida. Editorial Astrea. Buenos Aires,
2012, pág. 167.
s6 Quiroga León, Aníbal . Las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos g la cosa juzgada en los Tribunales Nacionales, en Reuista Estudios
Constitucionales. Universidad de Talca, año 2006, pág. 408.
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gastos derivados del patrocinio juridico del señor Domingo Revelles, como él

-i"rrlo lo corroboró en su decla¡ación en la audiencia pública, inhabilita
materialmente al señor Revelles para tal pretensión.

Finalmente, el representante de las presuntas victimas solicitó la cantidad de

$15.000.00 lquince mil dólares) como un valor que eventualmente cubra la
totalidad de costos que se han producido por la defensa ante la Corte

Interamericana de Derechos Humanos, asunto que también debe ser rcclfazado

por la corte Interamericana por cuanto el representante no ha logrado acreditar

ninguna referencia documental de tales gastos.

3.- Aclaraciones Finales.'

En esta sección el Estado ecuatoriano, presentará sus objeciones a la
intervención de la cIDH, a través del comisionado Enrique Gil Botero:

3.1.- En la audiencia, la
violatorio en el que se

i+Tvarez y Lapo lfrigtez,
relación a delitos de
afirmación.

CIDH intentó plantear, un supuesto patrón procesal

incluirían otros casos ecuatorianos como Chaparro
Acosta Calderón, Tibi y Suárez Rosero que tienen
narcotrálico sin aportar ningún sustento para tal

3.2.- En relación a las conclusiones presentadas por la cIDH, el comisionado
Enrique Gil Botero se refirió a las exóepciones preliminares presentadas por el

Estado dentro del caso destacando de forma ambigua que reconocia de un lado

que era necesario definir el tiempo de ratifrcación de un Tratado Internacional,
y d" otro lado, que el Estado habría omitido su obligación internacional de

investigar. En cuánto a lo mencionado por el Comisionado, se debe precisar que

para aireciar la fuente de las obligaciones internacionales es necesa¡io verifcar
ia voluntad y el consens osz aJcanzado por los Estados de forma soberana, por

cuanto son ellos quienes se someten al cumplimiento de los compromisos

asumidos a través de un Tratado. Así, de conformidad con las reglas generales

del Derecho Internacional, los compromisos establecidos en los tratados' no se

aplican sobre hechos o actos qu. sean anteriores a la entrada en vigor de una
Convencións8.

De 1o señalado es preciso advertir en
forma similar a la jurisprudencia
competencia de los organismos del

el contexto del sistema interamericano, de

internacional, se ha mantenido que la
sistema. para conocer de las presuntas

s? Jiménez Piernas Carlos, XXXVII Curso d.e Derecho Internacional, Comité Jurídico

Interamericano, organización de Estado Americano, washington D.C., 201l, pág. 13.

5s TEDH, Caso Blecic vs. croacia, Gran sala, Sentencia de 8 de marzo de 2006, párr' 70.
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vulneraciones, se genera con posterioridad a la vigencia del Tratadoss. Situación
que implica que la Corte Interamericana, de conformidad a sus facultades
jurisdiccionales, deberá declarar su incompetencia con relación a las
obligaciones que devengan de tratados o convenciones cuya vigencia sea
posterior a la fecha de acaecidos los presuntos hechos violato¡iosoo.

Precisamente dentro del caso materia de la presente controversia, los hechos
establecidos por la Comisión Interamericana de De¡echos Humanos dentro de
la audiencia, en el contexto de la detención e investigaciones de las presuntas
victimas, sucedieron en el ano 1994, por lo cual, no es procedente la pretensión
de la CIDH de intentar justificar en tales hechos, la obligación del Estado de
cumpür con las normas de la Convención Interamericana para Prevenir y
Sancionar la Tortura (CIPST). .A1 respecto, la Corte Interamericana de Derechos
Humanos, no puede desconocer que el Estado ecuatoriano ratificó dicho
instrumento el 30 de septiembre de 199961, asunto que fue reconocido
expresamente por el Comisionado Enrique Gil Botero62 dentro de la audiencia,
y en consecuencia, bajo la normas y principios del Derecho Internacional
Público, no existe la obligación internacional estatal alegada por la CIDH en
torno al contenido de la CIPST.

Ahora bien, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, dentro de su
informe de admisibilidad y fondo del caso consideró que si bien no posee
competencia en razórl del tiempo para anafizar los hechos del caso a partir de
la CIPST, sí era competente para analizar la presunta falta de investigación,
sanción y denegación de justicia, con posterioridad a la ratificación de este
instrumento por parte de Estado ecuatoriano en 19990s. El Comisionado Gil
Botero no realizó ninguna fundamentación para explicar la competeacia
que en su tiempo habría tenido la CIDH para tal apreciación, y menos aún
las razones Jurídicas por las que la Corte IDH podria tener tal competencia,
asuntos por los cuales el Tribunal Interamerica¡ro deberá valora¡ con
detenimiento dentro de la sentencia, la falta de sustento jurídico de la CIDH en
tomo a sus observaciones sobre esta excepción preliminar.

se Corte IDH, caso Pueblos Indígenas Kuna de Mandungandi y Emberá de Bayano y sus
miembros vs. Panamá, Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y
Costas, 14 de octubre de 2014, párr. 30.
oo Márquez Edith, "Las Relaciones entre la Comisión Interamerica¡a de Derechos
Humanos', en Nieto Navia, Ed. " La Corte y el Sistema interamericano de Derechos
Humanos, San José 1994, pág. 312.
61 Estado de ratificaciones de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar
la Tortura. Disponible en: http:/ /wurw.oas.org/juridico/ spanish/firmas/a-5 l.html
62 Corte IDH, Audiencia Pública del caso Herrera Espinoza y otros vs Ecuador,
Intervención de la clDH-observaciones Finales, san José de costa Rica,22 de febrero
del 2016.
63 Informe 40 I 14, caso 1 1.438, Informe de Fondo, Herrera Espinoza vs. Ecuador, párr.
29. Los peticionarios dentro del ESAP, alegan la misma presunta violación, párr. 2S0-
258.
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3.3.- El Comisionado también se refirió a la fa-lta de agotamiento de recursos de
jurisdicción interna, sin referir absolutamente nada con respecto al hábeas
corpus que fue presentado extemporánearnente por la presunta víctima señor
Domingo Revelles, y únicamente destacó que el recurso de casación era un
recurso improcedente porque el Estado lo había alegado de forma escueta' que
no se había señalado su eflctiüdad, y que existieron otros recursos como el de

apelación a la apertura al plenario y la consulta con el superior.

En relación a estos planteamientos el Estado en su debida oportunidad seña-ló

que el recurso de cásación se encontrÓ previsto en la legislación nacional o+,

especifrcamente en el artículo 373 del Código de Procedimiento Penal de 1983
vigente en la época en 1a que se alegan los hechos y podía ser interpuesto
cuando en una sentencia se hubiera vulnerado la Ley, contravenir a su texto'
haberse hecho una falsa aplicación de la misma o haberla interpretado
erróneamente. El recurso de casación correspondía cuando era necesario definir
la tutela general del derecho, anular el auto o sentencia equivocada abriendo la
posibilid;d de dicta¡ un nuevo fallo más justo que reemplace al que fue casado.
-El 

recur*o de casación además permitia gafarúizar el de¡echo de defensa e

iguatdad de las partes ante la ley, elementos juridicos que definen por si sola la
pertinencia y efectividad del recurso, y no existe fundamento para señalaf que

el Estado alegó la existencia de este recurso de forma escueta.

Adicionalmente es necesario ad.vertir que la CIDH refrere que la consulta al
superior habría sido un recurso, apreciación que es manifiestamente errónea
poi cuanto conforme lo señala el jurista Devis Echandia con respecto a la
consulta: ,.no se trata de un recufso puesto que nadie lo interpone6s", así
pues en la entonces vigente Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas
dentro del artículo 122 inciso se establecía que:

"(...) El Auto en que se revoque la prisión preventiva, de cesación de

medidas de aprehensión, retención e incautación, el sobreseimiento
provisional o d¿finitivo, dictado por el juez y las sentencias condenatoria
y absolutoria será¡r obllgatorlamente elevadas en consulta al
superior, quien resolverá conforme a lo dispuesto en el articulo 401 del
coáigo de Procedimiento Penal, preüo informe obligatorio que emitirá el

Ministro Fiscal dentro del plazo improrrogable de veinticuatro horas ("')"

El texto de la legislación nacional citado demuestra el carácter procesal de

control del fallo que tenía la consulta al superior, denotando que no se trata de

64 Véase, Escrito de observaciones del Estado al ESAP, Caso Herrera Espinoza vs

Ecuador, página 63, véase también, Escrito de Admisibilidad del Estado de 1o de mayo
del 2004, página 3.
65 Cfr, Hernando Devis Echandía, "Compendio de derecho procesal" Editorial Temis,
Bogotá 2OI2, página 577
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un recurso, sino de un procedimiento judicial determinado por la ley para
examinar lo resuelto, siempre y cuando la ley establezca Lal' meca.nismo, como
en efecto está demostrado ocurrió con el artículo I22 de la norma de drogas'

3.4.- El Comisionado Gil Botero en referencia a los criterios sobre anomalías
procesales en el trárnite interamerica¡o expuestos por el Estado señaló:

"(...) La Comisión entlende esta advertencia no como una admonición
sino como un legítlmo derecho y auspicia desde luego que si ese es el
propósito del Estado está en su legítimo derecho de hacerlo (...) uu"

El artículo 51 del Reglamento de la Corte Interamericana no precisa el contenido
de las observaciones que puede presentar la CIDH; sin embargo; tales
observaciones no pueden cor¡tetler Julcios de valor o aPreciaciones
subJetivas, peor aún reclamos o desafíos de un organismo internacional de
protección de derechos humanos que está llamado a coad¡ruvar al
cumplimiento y respeto de derechos humanos en la Región, más aun
entendlendo que el artículo 35 de la Convención Ame¡icana sobre Defechos
Humanos señala que la Comisión rePresenta a todos los miembros de la
Organización de tstados Amerlcanos. Por esta razót, el Estado rec}:aza
enérgicamente que la CIDH a través de su Comisionado muestre actitudes
desafiantes a un Estado miembro de la Organización de Estados Americanos y
Estado Pa¡te de la Convención Americana como es el Ecuador; cuando más
bien, hubiera sido deseable que la CIDH explique de forma fundamentada los
ir¡azonables plazos del presente trámite, y no formule descalificaciones al
Estado.

3.5.- La Comisión Interamericana se refirió al derecho a la libertad personal
señalando que esta constituye un principio, un valor y un derecho, apreciación
con la que el Estado está de acuerdo de forma categórica, no obstante el
Comisionado Enrique Gil Botero vuelve a cometer una transgresión juridica
desbordando la atribución que tiene la CIDH dentro del procedimiento oral
configurado en el articulo 51 del Reglamento de la Corte IDH, el Comisionado
refiriéndose al Estado utilizó una desafortunada metáfora del filósofo Friedrich
Nietzche al señalar:

"(...) bajo el sacrificio del principio de presunción de inocencia actuar
como aquel falso ídolo al que se refería Zatatuslra, en cuanto a que es
urx monstruo el Bstado que miente ablertamente porque en el plano
formal garantiza un derecho de presunción de inocencia, mientras que
en el plano de los derechos los desconoce abiertamente (...)"

66 Corte IDH, Audiencia del Caso Herrera Espinoza y otros vs Ecuador, Intervención
para presentación de observaciones finales a cargo de la CIDH, San José de Costa Rica,
22 de febrerc de 2016.
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La calificación literaria de la apreciación subjetiva del Comisionado Enrique Gil

Botero desacred.ita toda la a'ctuación Jurídica que la CIDH tuvo en el caso'

afecta sensiblemente at tttigio honórable qui tanto el Estado como el

propio rePresentante de las presuntas víctimas demostraron en la
auAienciafy más aún irrespeta a Ln Estado miembro de la OEA. Asuntos que

deberá va-lorar el Tribunal Interamericano.

Además del incidente subrayado anteriormente, la CIDH se refirió a las

garafitías jurídicas relacionadás a la libertad personal como la legalidad, la no

arbitrariedad, eI control judicial y el derecho a impugnar una detención'

señalando que el Estado nt habria otorgado tales presupuestos en favor de las

presuntas víctimas, desconociendo que el Estado proveyó las mismas a partir

del contenido del artículo 172 del Cb¿ieo de Procédimiento Penalvigente a la

época en la que se alegan los hechos, disposición procesal penal que le permitía

Á ¡u"" ordenar la deténción de una persona al vérifica¡ que se cumplieran las

"ond.i"io.r"* 
juúdicas necesarias; esto es que en la información que reciba'

disponga de constancias directas de la comisión de un delito y que además

existan suficientes presunciones de responsabilidad contra la persona bajo

investigación. En este sentido, solo al Jerificarse los requisitos legales se

ordenaba la emisión de una boleta en la constaban todos los motivos de la

detención y la flrma de responsabilidad del juzgador que la extendía

produciéndó"e ott controlJudicial de orlgen en el arresto'

Con los elementos jurídicos anotados, no es consistente el planteamiento de la

cIDH en cuanto a que no se habría cumplido con los presupuestos jurídicos

constitucionales y llgales para llevar a óabo la detención, sosteniendo que

supuestamente é¡stiO una demora en la expedición de 
. 
las boletas de

detención67, cuando el Estado demostrÓ en su debida oportunidad' que el 2 de

agosto de 1994, el Intendente General de Policía de Pichincha, Juez de

Instrucción de la causa emitió una provid.encia6s en la que basado en el articulo

203 numeral S aet COdlgo de Prócedimiento Penal de la época, dispuso la

práctica de allanamientoJy otras medidas para precaver la consumación de un

áelito, y obtener medios dé prueba bajo loJ procedimientos. 1:C1"" de la época.

El Estado también demostió, contrario a ia afirmación del Comisionado Gil

Botero, que el Intendente Gene¡al de Policía no era una autorldad
adminlstrativa sino que estaba dotado de atribuciones jurisdicclonales en

la etapa lniclal del piroceso penal' Pues era el Juez de rnstrucción de la

causa, y por lo tanto tenía la facultad llgal para ordenar la privación de libertad

de una persona.

Resulta errada asÍ mismo la afirmación de la CIDH en cuanto a que en el

Ecuador, ta ley establecia que la detención preventiva era la regla y no la

excepción, prr". lu ror*" pro'""sal penal vigentá a la época preveía la posibilidad

67 Intendencia General de Policía de Pichincha, providencia de 3 de agosto de 1994'

68 Intendencia General de Policía de Pichincha, providencia de 2 de agosto de 1994'
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del juez de dictar la prisión preventiva únicamente cuando se cumplían los
presupuestos ahí establecidos, esto es, 1a existencia de indicios suficientes
sobre el cometimiento de un delito y la responsabilidad directa o indirecta de
un individuo en el mismo, disposición judicia-l que debia ser debidamente
motivada y fundamentada, como efectivamente ocurrió en el presente caso, ya
que el juez de la causa, al emitir el auto cabeza de proceso, se abstuvo de
ordenar esta medida cautelar en contra de dos de los involucrados, pues la
consideró innecesaria, demostrándose el ca¡ácter excepcional de esta medida.os

El Estado también pudo demostrar en la audiencia precisamente 1o contrario
de la alegación de la CIDH, en torno a que si fue posible impugnar una detención
que sea considerada eventualmente arbitraria pues estaba disponible el hábeas
corpus, y que además este hábeas corpus si fue interpuesto por una de las
presuntas víctimas como fue el señor Domingo Revelles, aunque su
interposición fue extemporánea, el Estado también ha destacado que esta
recurso no estaba de ningún modo restringido.

3.6.- La CIDH se refirió también al derecho a la integridad personal (articulo 5
de la CADH) señalando que el Estado es garante de los derechos de las personas
privadas de la libertad y sostuvo que casi de forma automática al verificarse
algún tipo de lesión, el Estado sería responsable internacionalmente.

Al respecto el Comisionado Enrique Gil Botero mencionó al caso Mendoza y
otros vs Argenüna, cuando es precisamente ese caso en el que la Corte señaló
que el Estado debe realizar sus mejores esfuerzos para evitar que el método de
privación de libe¡tad no exceda el nivel inevitable de sufrimiento que implica la
detenciónzo, y precisarnente eso fue lo que cabalmente cumplió el Estado, tanto
es asi que el señor Domingo Revelles reconoció en la audiencia no tener secuelas
al responder la pregunta del Magistrado Edua¡do Ferrer Mac -Gregor zr.

3.7.- En relación a las alegaciones de la CIDH relacionadas con los derechos
protegidos en los articulos 8 y 25 de la CADH (garanüas judiciales y protección
judicial) el Estado ha sido consistente en demostrar que el señor Domingo

6e Auto cabeza de proceso de 17 de agosto de 1994
70 Corte IDH, Caso Mendoza y otros vs Argentina, Sentencia de Conjunto de Principios
para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o
prisión, Principio 6; Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir
la ley, Art. 5; Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados
de libertad, Regla 87(a); Declaración sobre los derechos humanos de los individuos que
no son nacionales del país en que viven, Art. 6; Reglas mínimas de las Naciones unidas
para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing), Regla 17.3;
Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados de emergencia o de
conflicto armado, Art. 4, y Líneas directrices del comité de Ministros del consejo de
Europa sobre los derechos humanos y la lucha contra el terrorismo, Directriz IV.
7l Declaración del señor Domingo Revelles, Audiencia Pública, caso Herrera Espinoza
y otros, San José de Costa Rica,22 de febrero del 2016.
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Revelles dentro de su proceso penal contó con garantías de derecho a la defensa,
asistencia consular, a pesar de que 1a CIDH señala que el Estado no habria
brindado información sobre tal asistencia, cuando el propio señor Domingo
Revelles reconoció que mar¡tuvo contactos permanentes con la EmbaJada
de España, y que incluso fue con su apoyo que contó con patrocinio
Jurídico constante .

El Comisionado Enrique Gil Botero en torno a la insuficiencia probatoria apeló
al argumento de la equidad como criterio cua¡rtihcador del perjuicio material,
cuando en realidad la jurisprudencia de la Corte Interamerica¡ra ha señalado
más bien que sus decisiones sobre reparación en los que se utiliza el principio
de equidad son aquellas se aplica una "apreciación prudente de los daños" y
esto no significa en ningún caso, una determinación discrecional al frj ar montos
índemnizatorioszz.

Los últimos minutos de la intervención del Comisionado Enrique Gil Botero,
estuvieron orientados de nuevo a provocar una reacción de parte del Estado
frente a las evidencias de anomalías procesales que fueron expuestas en la
audiencia, mismas que la CIDH no ha controvertido, ni expresado ningún
criterio expreso, por lo cual el Estado advierte una vez más que la representación
de la Comisión, hlzo un uso inapropiado de su espacio para presentar
obsen¡aciones finales en derech.o sobre la situación del caso, y se dedicó
más bien a efectuar calificaciones desproporcionadas contra el Estado
alejadas de los hechos del caso.

4.- Preguntas del Honorable Maglstrado Eugenio Raúl Zaffaroni.

Dentro de la audiencia, en la sección de preguntas a los partes, el Juez Eugenio
Raúl Za-ffaroni efectúo algunas preguntas al Estado.
Al respecto, la primera pregunta formulada se refirió a si constan las
circunstancias en las que se fugaron los dos procesados que quedaron impunes,
el Estado señaló que tales circunstancias son parte del proceso que está en
conocimiento de la Corte Interamericana, y que esta situación de fuga se
presentó dentro de un traslado efectuado por el Estado a los detenidos de un
centro de rehabilitación social a otro. Efectivamente, este hecho fue certifrcado
por el Director del Centro de Rehabilitación Social de Va¡ones Quito No. 1 el 15
de diciembre de 1994:

72 Corte IDH, Caso Aloebotoe y otros vs Surinam, Reparaciones y Costas, Sentencia de
10 de septiembre de 1993, Serie C No. 15, párrafo 87.
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,,(...) la evasión del interno Herrera Espinoza Jorge Eliécer, hecho ocurrido

el 15 de diciembre de 1994, en momentos en que se rea-lizaba el tfaslado
d.el mencionado interno desde el Centro de Rehabilitación Social de

Portoviej o (...)"

Anexo 1: Oficio No. 2274-CRVSQ-1 (Ministerio de Gobierno, Dirección
Nacional de Rehabilttacló¡r Social, 15 de diciembre de 1994)

5.1.- Excluya expresarnente los hechos ajenos a la controversia incorporados
por el representante y que desbordan el marco fáctico del caso'

5.2.- Declare su incompetencia en razón de tiempo para conocer las presuntas
violaciones a 1os a¡tículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para
Prevenir y Sancionar la Tortura.

Consta también, la certificaciÓn de la Dirección Nacional de Rehabilitación
Social adscrita al Ministerio de Gobierno de 24 de septiembre de 1996 en la que

se detalla que el señor Emmanuel Cano o Alfonso García García fue registrado
como prófugo desde el 12 de mayo de 1995.

Anexo 2: Oficlo No.1242-CRSVQ-1
Nacional de Rehabilitación Soclal' 24

5. Petitorio Final.-

(Ministerio de Gobierno, Dlrección
de septiembre de 1995).

por las consideraciones expuestas, el Estado solicita a la H. corte IDH, lo

siguiente:

Declare la procedencia de la excepclión sobre agotamiento de recursos
análisis de fondo.

!r. \,r. - ¡-,/t/v¡cu v l(¡ l/¡vvvqv¡r

internos y disponer el archivo del caso sin realiza¡

5.4.- Decla¡e la vulne¡ación al derecho a la defensa del Estado por parte de la
CIDH en el trá¡nite de la presente causa en relación a\ plazo desproporcionado
utilizado para resolver sobre la controversia y la utilización de instrumentos
emitidos con posterioridad a la fecha de desa¡rollados los presuntos hechos
violatorios.
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5.5.- Declarar la inexistencia de violación de los
el 1.1. y 2 de la CADH en supuesto perjuicio
Herrera Espinoza, Alfonso Jaramillo González,
Emmanuel Ca¡ro.
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artículos 5 y 7 en relación con
de los señores Jorge Eliécer
Eusebio Domingo Revelles Y

5.6.- Declarar la inexistencia de violación de los articulos 8 y 25 en relación
con los afticulos |.l y 2 de la CADH, en supuesto perjuicio del señor Eusebio
Domingo Revelles.

5.7.- En el evento de que se declare que el Estado incurrió en responsabilidad
internacional, se solicita desechar la pretensión de las presuntas victimas con
relación a los montos reclamados en concepto de reparaciones, disponiendo
que los montos que se fijaren gqarden relación con los pafámetros expuestos
1)or el Estado.

Atentamente.

Ricardo Velasco
de Derechos Humanos
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